
I. DISPOSICIONES GENERALES

JEFATURA DEL ESTADO
17040 Real Decreto-ley 18/2022, de 18 de octubre, por el que se aprueban medidas 

de refuerzo de la protección de los consumidores de energía y de 
contribución a la reducción del consumo de gas natural en aplicación del 
«Plan + seguridad para tu energía (+SE)», así como medidas en materia de 
retribuciones del personal al servicio del sector público y de protección de las 
personas trabajadoras agrarias eventuales afectadas por la sequía.

I

La invasión de Ucrania por parte de Rusia, así como las situaciones derivadas de 
este conflicto, están generando importantes consecuencias en todos los órdenes con 
especial relevancia en los mercados energéticos internacionales. Esta situación se está 
trasladando a todos los consumidores europeos tanto en el aspecto de precios de la 
energía como en el incremento de riesgos en la seguridad de suministro.

Si bien España se encuentra en una posición de menor exposición a los riesgos en 
materia de seguridad de suministro gracias a las inversiones realizadas en las últimas 
décadas en su sistema gasista, así como al cuerpo normativo vigente en esta materia, es 
cierto que los efectos económicos indirectos son considerables a través del aumento 
experimentado en los precios de la energía y especialmente en el caso del gas natural.

En este contexto de incertidumbre energética, no han sido pocos los esfuerzos de 
naturaleza política y regulatoria llevados a cabo en los últimos meses, tanto a nivel 
nacional como europeo, para tratar de paliar los efectos negativos de la crisis, tanto 
desde una perspectiva económica como desde la óptica de la seguridad de suministro.

Así, en el ámbito nacional, ha sido intensa la producción normativa llevada a cabo 
desde el comienzo de la crisis de precios en el segundo semestre de 2021. Entre otras 
medidas regulatorias, pueden citarse tanto el Real Decreto-ley 12/2021, de 24 de junio, 
por el que se adoptan medidas urgentes en el ámbito de la fiscalidad energética y en 
materia de generación de energía, y sobre gestión del canon de regulación y de la tarifa 
de utilización del agua, el Real Decreto-ley 17/2021, de 14 de septiembre, de medidas 
urgentes para mitigar el impacto de la escalada de precios del gas natural en los 
mercados minoristas de gas y electricidad, el Real Decreto-ley 23/2021, de 26 de 
octubre, de medidas urgentes en materia de energía para la protección de los 
consumidores, y la introducción de transparencia en los mercados mayoristas, o el Real 
Decreto-ley 29/2021, de 21 de diciembre, por el que se adoptan medidas urgentes en el 
ámbito energético para el fomento de la movilidad eléctrica, el autoconsumo y el 
despliegue de energías renovables. Todas ellas trataban de abordar la crisis de precios 
desde la perspectiva de los diferentes productos energéticos afectados –principalmente 
gas natural y electricidad– y su impacto en los consumidores finales de dichos productos.

Ya en el año 2022, cabe destacar el Real Decreto-ley 6/2022, de 29 de marzo, por el 
que se adoptan medidas urgentes en el marco del Plan Nacional de respuesta a las 
consecuencias económicas y sociales de la guerra en Ucrania, que volvió a profundizar 
en medidas de apoyo a los diferentes sectores de la economía –aprobando, a modo 
meramente ilustrativo, un mecanismo de apoyo para garantizar la competitividad de la 
industria electrointensiva y gas intensiva– y los consumidores domésticos, con especial 
énfasis en aquellos colectivos en situación de vulnerabilidad energética –relajando, por 
ejemplo, los umbrales de renta para que un mayor número de personas pudiesen 
beneficiarse del descuento en factura eléctrica que supone el bono social–.

También, por medio del Real Decreto-ley 10/2022, de 13 de mayo, se aprobó un 
mecanismo temporal de ajuste de costes de producción para la reducción del precio de 
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proyecto contra la erosión de la base imponible y el traslado de beneficios («BEPS» por 
sus siglas en inglés) de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico.

La Directiva (UE) 2016/1164 es objeto de transposición mediante este real decreto-
ley en relación con el precepto sobre asimetrías híbridas invertidas que contiene, 
incorporándose a la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre Sociedades.

El artículo 9 bis de la Directiva (UE) 2016/1164, en la redacción dada por la Directiva 
(UE) 2017/952 en lo que se refiere a las asimetrías híbridas con terceros países, regula 
el caso de las asimetrías híbridas invertidas obligando a los Estados miembros a tratar 
fiscalmente como residentes a las entidades fiscalmente transparentes que sean 
consideradas por la legislación de los países de residencia de sus partícipes mayoritarios 
como entidades sujetas a imposición personal sobre la renta para evitar una situación de 
asimetría híbrida en la que determinadas rentas no tributen en ningún país o territorio, 
esto es, no tributen ni en sede de las entidades en régimen de atribución de rentas ni en 
sede de sus partícipes ni de la entidad pagadora de dichas rentas.

Mediante la modificación de la Ley del Impuesto sobre Sociedades se incorpora el 
mandato del artículo 9 bis de la Directiva (UE) 2016/1164 al artículo de dicha Ley que 
regula las asimetrías híbridas, de forma que, las entidades en régimen de atribución de 
rentas situadas en territorio español no den lugar a la asimetría híbrida señalada en el 
párrafo anterior, convirtiéndose en contribuyentes del Impuesto sobre Sociedades 
cuando se den las condiciones y respecto de las rentas señaladas en el apartado 
incorporado al citado artículo de dicha Ley.

Teniendo en cuenta lo anterior, la entidad en régimen de atribución de rentas que 
deba aplicar lo preceptuado en este nuevo apartado está obligada al cumplimiento de las 
obligaciones contables y registrales que corresponda al método de determinación de sus 
rentas, incluidas las que tributan según este Impuesto.

Por otra parte, la incorporación en la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto 
sobre Sociedades de un nuevo apartado 12 en el artículo 15 bis, hace necesario 
complementar lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 6 de la Ley del Impuesto y 
efectuar la correlativa modificación del contenido del apartado 3 del artículo 87 de la 
Ley 35/2006, de 28 de noviembre del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y 
de modificación parcial de las leyes de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta 
de no Residentes y sobre el Patrimonio.

Por último, en la disposición final tercera se añade una nueva disposición adicional 
octava en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas. Hay que señalar al respecto que el artículo 10.2.c) de la 
Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, posibilita establecer otros sistemas de identificación de los 
interesados y de firma válidos, siempre que cumplan con los requisitos establecidos en 
dichos preceptos, previa comunicación a la Secretaría General de Administración Digital 
del Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital, exigiendo el transcurso 
de dos meses desde dicha comunicación para la eficacia jurídica del sistema.

Mediante Orden de 21 de julio de 2022, del Ministerio de Cultura y Deporte, se 
convocó el procedimiento para la concesión de las ayudas del programa Bono Cultural 
Joven 2022, en desarrollo de lo establecido en el artículo 10 del Real Decreto 210/2022, 
de 22 de marzo, por el que se establecen las normas reguladoras del Bono Cultural 
Joven, estableciendo un plazo para la presentación de solicitudes hasta el 15 de octubre 
de 2022. Este programa busca facilitar el acceso universal y diversificado de las 
personas jóvenes a la cultura, generar nuevos hábitos de consumo cultural y afianzar los 
existentes, crear nuevos públicos, estimular la demanda y reducir el impacto negativo 
causado por la pandemia en los diversos sectores culturales en nuestro país, estando 
destinado a aquellas personas que cumplan dieciocho años durante el año 2022.

Teniendo en cuenta que el plazo para la presentación de las solicitudes para solicitar 
el Bono Cultural Joven finaliza el próximo 31 de octubre, queda justificada la 
extraordinaria y urgente necesidad de modificar la Ley 39/20015, de 1 de octubre en los 
términos recogidos en la Disposición final tercera de modo que se suprima el plazo de 
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Disposición final segunda. Modificación de la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del 
Impuesto sobre Sociedades.

Con efectos a partir del 1 de enero de 2022 se introducen las siguientes 
modificaciones en la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre Sociedades:

Uno. El apartado 2 del artículo 6 queda redactado de la siguiente forma:

«2. Las entidades en régimen de atribución de rentas no tributarán por el 
Impuesto sobre Sociedades, a excepción de lo dispuesto en el apartado 12 del 
artículo 15 bis de esta Ley.»

Dos. Se añade un nuevo apartado 12 en el artículo 15 bis, con la redacción que 
figura a continuación, pasando los actuales apartados 12 y 13 a numerarse como 
apartados 13 y 14, respectivamente:

«12. Una entidad en régimen de atribución de rentas en la que una o varias 
entidades, vinculadas entre sí en el sentido del apartado 13 del artículo 15.bis de 
esta ley, participen directa o indirectamente en cualquier día del año, en el capital, 
en los fondos propios, en los resultados o en los derechos de voto en un 
porcentaje igual o superior al 50 por ciento y sean residentes en países o 
territorios que califiquen a la entidad en régimen de atribución como contribuyente 
por un impuesto personal sobre la renta, tributará, en calidad de contribuyente, por 
las siguientes rentas positivas que corresponda atribuir a todos los partícipes 
residentes en países o territorios que consideren a la entidad en atribución de 
rentas como contribuyente por imposición personal sobre la renta:

– Rentas obtenidas en territorio español que estén sujetas y exentas de 
tributación en el Impuesto sobre la Renta de no Residentes.

– Rentas de fuente extranjera que no estén sujetas o estén exentas de 
tributación por un impuesto exigido por el país o territorio de la entidad o entidades 
pagadoras de tales rentas.

El período impositivo coincidirá con el año natural en el que se obtengan tales 
rentas.

El resto de rentas obtenidas por la entidad en atribución de rentas se atribuirán 
a los socios, herederos, comuneros o partícipes y tributarán de acuerdo con lo 
dispuesto en la sección 2.ª del título X de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de modificación parcial de las 
leyes de los Impuesto sobre Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre 
el Patrimonio.»

Disposición final tercera. Modificación de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

Se añade una nueva disposición adicional octava en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 
del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, con la 
siguiente redacción:

«Disposición adicional octava. Resoluciones de Secretaría General de 
Administración Digital del Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación 
Digital que establezcan las condiciones de uso de sistemas de identificación 
y/o firma no criptográfica.

Cuando se trate de sistemas establecidos por medio de Resolución de la 
Secretaría General de Administración Digital del Ministerio de Asuntos 
Económicos y Transformación Digital para su ámbito competencial con objeto de 
determinar las circunstancias en las que un sistema de firma electrónica no 
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basado en certificados electrónicos será considerado como válido en las 
relaciones de los interesados con los órganos administrativos de la Administración 
General del Estado, sus organismos públicos y entidades de Derecho Público 
vinculados o dependientes, no será preciso el transcurso del plazo de dos meses 
para la eficacia jurídica del sistema a que se refiere el artículo 10.2.c) de la 
presente ley, adquiriendo eficacia jurídica al día siguiente de la publicación de la 
Resolución, salvo que esta disponga otra cosa.»

Disposición final cuarta. Modificación del Real Decreto 391/2021, de 1 de junio, por el 
que se regula la concesión directa de subvenciones a las comunidades autónomas y 
ciudades con estatuto de autonomía para colaborar en la financiación de la 
tramitación de las ayudas derivadas del bono social térmico correspondiente al 
ejercicio 2022, con cargo al presupuesto 2021.

Se modifica el apartado 3 del artículo 9 del Real Decreto 391/2021, de 1 de junio, por el 
que se regula la concesión directa de subvenciones a las comunidades autónomas y 
ciudades con estatuto de autonomía para colaborar en la financiación de la tramitación de 
las ayudas derivadas del bono social térmico correspondiente al ejercicio 2020, con cargo al 
presupuesto del año 2021, en su apartado tercero, que queda redactado como sigue:

«3. El plazo para realizar las actuaciones de justificación establecidas en los 
apartados anteriores finalizará el 31 de diciembre de 2022.»

Disposición final quinta. Modificación de la Orden ETU/943/2017, de 6 de octubre, por 
la que se desarrolla el Real Decreto 897/2017, de 6 de octubre, por el que se regula 
la figura del consumidor vulnerable, el bono social y otras medidas de protección 
para los consumidores domésticos de energía eléctrica.

Se modifica la Orden ETU/943/2017, de 6 de octubre, por la que se desarrolla el Real 
Decreto 897/2017, de 6 de octubre, por el que se regula la figura del consumidor 
vulnerable, el bono social y otras medidas de protección para los consumidores 
domésticos de energía eléctrica, en los siguientes términos:

Uno. Se modifica el párrafo tercero del apartado 7 del artículo 2, que queda 
redactado como sigue:

«– En el caso de las unidades de convivencia, libro/s de familia y/o 
certificado/s de nacimiento y/o certificados/s de matrimonio expedido por el 
Registro Civil que acredite/n la relación de filiación y parentesco de las personas 
que conforman la unidad de convivencia. Asimismo, cuando corresponda, 
certificado que acredite la inscripción como pareja de hecho y/o resolución judicial 
o administrativa que acredite el acogimiento. En su caso, declaración responsable 
relativa al estado civil del solicitante, de conformidad con el modelo que figura 
como anexo III de esta Orden.»

BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
Núm. 251 Miércoles 19 de octubre de 2022 Sec. I.   Pág. 141821

cv
e:

 B
O

E-
A-

20
22

-1
70

40
Ve

rif
ic

ab
le

 e
n 

ht
tp

s:
//w

w
w.

bo
e.

es

manolo
Resaltado




